
ARTÍCULO 2.14.2.5.2. FORMA DE PAGO. <Ver Notas del Editor> Las tierras rurales que
adquieran los hombres y mujeres campesinos sujetos de reforma agraria mediante las
modalidades y el procedimiento señalado en el Capítulo V de la Ley 160 de 1994 se pagarán a
los propietarios, a las sociedades inmobiliarias rurales, o a los agentes del mercado de tierras que
hubieren formulado la oferta de venta respectiva, de la siguiente manera:

1. El cincuenta por ciento (50%) del valor del predio que se hubiere acordado en Bonos Agrarios.

2. El cincuenta por ciento (50%) restante, en dinero efectivo.

El valor del crédito complementario para la adquisición de tierras otorgado por los intermediarios
financieros a los campesinos, será entregado directamente por aquellos a los propietarios o sus
representantes y será computado como parte del pago de la suma que deba reconocerse en dinero
efectivo, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de suscripción de la escritura pública
correspondiente.

El remanente del pago en efectivo, será cancelado por el Incoder con cargo al presupuesto del
subsidio de tierras, en dos contados, con vencimientos a seis (6) y doce (12) meses, los que se
contarán a partir de la fecha de pago del contado inicial, pero el Instituto podrá cancelar las
sumas respectivas antes de los vencimientos señalados, según las disponibilidades
presupuestales.

El cincuenta por ciento (50%) restante del valor que se acuerde sobre el predio será pagado por el
Incoder en Bonos Agrarios, igualmente con cargo al subsidio de tierras, en la oportunidad que se
establezca con aprobación de aquel en el contrato de compraventa que se celebre.

Todas las cantidades que deba reconocer el Instituto a los propietarios, a las sociedades
inmobiliarias rurales y demás agentes del mercado de tierras que hubieren propuesto la
enajenación voluntaria de predios conforme al Capítulo V de la Ley 160 de 1994, deberán
cancelarse una vez que la respectiva escritura de compraventa se halle debidamente registrada.

Los Bonos Agrarios son títulos de deuda pública, con vencimiento final a cinco (5) años,
parcialmente redimibles en cinco (5) vencimientos anuales, iguales y sucesivos, el primero de los
cuales vencerá un año después de la fecha de su expedición, libremente negociables y sobre los
que se causará y pagará semestralmente un interés del ochenta por ciento (80%) de la tasa de
incremento del índice nacional de precios al consumidor certificado por el DANE para cada
período. Las demás características de los Bonos Agrarios, conforme a la ley, serán las
establecidas en el correspondiente decreto reglamentario que expida el Gobierno nacional.

(Decreto número 1032 de 1995, artículo 10)

ARTÍCULO 2.14.2.5.3. BENEFICIOS TRIBUTARIOS. <Ver Notas del Editor> La utilidad
obtenida por la enajenación del inmueble no constituye renta gravable ni ganancia ocasional para
el propietario. Los intereses que devenguen los Bonos Agrarios gozarán de exención de
impuestos de renta y complementarios y podrán ser utilizados para el pago de los mencionados
impuestos, en la forma que determine el respectivo decreto reglamentarlo.

(Decreto número 1032 de 1995, artículo 11)

CAPÍTULO 6.



CONDICIÓN RESOLUTORIA OBLIGACIONES DE LOS ADQUIRIENTES.

ARTÍCULO 2.14.2.6.1. CONDICIÓN RESOLUTORIA. <Ver Notas del Editor> En todas
las escrituras públicas de adquisición de predios rurales con subsidio y crédito complementario
de tierras, deberá estipularse expresa y claramente una cláusula que contenga una condición
resolutoria del subsidio otorgado por el Incoder, en favor de este, por un término no menor de
doce (12) años, contados a partir de la fecha del registro de la escritura, según la cual los
correspondientes compradores del inmueble respectivo deberán restituir al Instituto el subsidio
otorgado, reajustado a su valor presente, cuando quiera que se cumpla la condición resolutoria
por el incumplimiento de las obligaciones a cargo de los campesinos adquirientes contempladas
en la ley y los reglamentos.

El Consejo Directivo del Incoder regulará mediante norma de carácter general lo relativo a la
recuperación de la cuantía entregada por el Incoder a título de subsidio, bajo condición
resolutoria.

(Decreto número 1032 de 1995, artículo 12)

ARTÍCULO 2.14.2.6.2. OBLIGACIONES DE LOS ADQUIRIENTES. <Ver Notas del
Editor> Los hombres y mujeres campesinos beneficiarios de los programas de adquisición de
tierras con subsidio contraen con el Incoder, por este solo hecho, las obligaciones y exigencias
señaladas en la Ley 160 de 1994 y en el reglamento respectivo relacionadas con la adecuada
explotación de la Unidad Agrícola Familiar, la transferencia del dominio y posesión, el
arrendamiento y demás derechos sobre esta a cualquier título y las relativas a la demostración
veraz de las calidades y condiciones para ser considerado sujeto de reforma agraria con derecho
al subsidio de tierras.

(Decreto número 1032 de 1995, artículo 13)

ARTÍCULO 2.14.2.6.3. DISPOSICIONES SUBSIDIARIAS. <Ver Notas del Editor> Las
normas contempladas en el presente título se aplicarán de preferencia en los procedimientos de
negociación voluntaria de tierras que se celebren entre hombres y mujeres campesinos que
tengan la condición de sujetos de reforma agraria con arreglo a la ley y los reglamentos, con los
propietarios de predios rurales, las sociedades inmobiliarias rurales y demás agentes del mercado
de tierras aceptados por el Instituto. En los aspectos no regulados en este estatuto, se tendrán en
cuenta las disposiciones de la Ley 160 de 1994, el Título 6 de la presente Parte y demás normas
reglamentarias de la citada ley en cuanto sean compatibles con la naturaleza y propósitos de los
procesos de negociación voluntaria de tierras.

(Decreto número 1032 de 1995, artículo 14)

TÍTULO 3.

OTORGAMIENTO DEL SUBSIDIO PARA EL PAGO TOTAL O PARCIAL DE LOS
APORTES INICIALES QUE DEBEN CANCELAR LOS BENEFICIARIOS DE DOTACIÓN
DE TIERRAS DE LA REFORMA AGRARIA, PARA LA AFILIACIÓN A LAS
COOPERATIVAS QUE ESTOS CONSTITUYAN O ESTÉN ESTABLECIDAS.



ARTÍCULO 2.14.3.1. CAMPO DE REGULACIÓN. El presente título regula el
otorgamiento, por parte del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, del subsidio para
el pago total o parcial de los aportes iniciales que deben cancelar los beneficiarios de dotación de
tierras de la Reforma Agraria, para la afiliación a las cooperativas que estos constituyan o estén
establecidas, y cuya integración y finalidades se ajuste a las exigencias del capítulo XVII de la
Ley 160, en armonía con lo establecido en el artículo 2.14.3.3. del presente decreto.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 1o)

ARTÍCULO 2.14.3.2. CARACTERÍSTICAS DEL SUBSIDIO. El subsidio de que trata el
presente título tienen las siguientes características:

1. Es un crédito personal no reembolsable, en tanto no se presente alguno de los casos referidos
en el artículo 2.14.3.13. del presente decreto.

2. Es equivalente entre el 5% y 10% del valor del subsidio para adjudicación de tierras,
establecido en el artículo 20 de la Ley 160 de 1994.

3. Se otorgará por una sola vez.

4. Es intransferible, con excepción de aquellos casos que determine El Consejo Directivo del
Incoder.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 2o)

ARTÍCULO 2.14.3.3. NATURALEZA DE LAS COOPERATIVAS. Las cooperativas a las
cuales podrá afiliarse el beneficiario de dotación de tierras aspirante al subsidio de que trata el
artículo 2.14.3.1. del presente decreto, deberán integrarse o estar integradas por beneficiarios de
dotación de tierras de la reforma agraria y tener por objeto preferencial la comercialización de
productos agropecuarios, y además la obtención de créditos de producción, la prestación de
asistencia técnica y servicios de maquinaria agrícola, el suministro de semillas e insumos
agropecuarios y otros servicios requeridos para incrementar la producción y mejorar la
productividad en el sector rural.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 3o)

ARTÍCULO 2.14.3.4. SUJETOS DEL SUBSIDIO. Podrán acceder al subsidio de que trata el
presente título los beneficiarios de los programas de dotación de tierras de reforma agraria,
siempre que sus respectivas Unidades Agrícolas Familiares se hallen sometidas al régimen
contemplado en la Ley 160 de 1994 y sus normas reglamentarias y, adicionalmente, adelanten en
ellas un proyecto de Empresa Básica de la Explotación Agropecuaria.

PARÁGRAFO. El subsidio de que trata este título se orientará prioritariamente a aquellos
campesinos beneficiarios de dotación de tierras de reforma agraria cuyas condiciones
socioeconómicas, grado de capacitación, capacidad de trabajo y producción y otros aspectos
relacionados con la comercialización, hagan indispensable su otorgamiento.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 4o)



ARTÍCULO 2.14.3.5. CRITERIOS PARA DETERMINAR EL MONTO DEL SUBSIDIO.
Para determinar el monto porcentual del subsidio que ha de adjudicarse a cada beneficiario,
deberán observarse los siguientes criterios:

1. La naturaleza, sostenibilidad económica y productiva del proyecto de explotación económica o
de empresa básica de producción, valorando el impacto local y regional del mismo.

2. La participación de los aspirantes con recursos propios, como aporte inicial, a manera de
esfuerzo individual para capitalizar la cooperativa.

3. La vinculación de la cooperativa creada a entes cooperativos del orden local, regional o
nacional, debidamente consolidados, que permitan a sus afiliados beneficiarse por dicho
conducto de múltiples servicios complementarios relacionados con las necesidades de sus
empresas productivas. Para el caso de las cooperativas que van a constituirse, deberá establecerse
el mecanismo para lograr esta inclusión.

4. Las relaciones de la cooperativa con entidades comercializadoras de cualquier nivel territorial.

5. Los demás criterios que el Consejo Directivo del Incoder considera pertinentes.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 5o)

ARTÍCULO 2.14.3.6. SOLICITUD DEL SUBSIDIO. Los aspirantes al subsidio deberán
dirigir la solicitud correspondiente ante el Incoder, a través del Concejo Municipal de Desarrollo
Rural de la respectiva jurisdicción, acompañada de la siguiente información y documentos:

1. La información que acredite la calidad de beneficiario de dotación de tierras de reforma agraria
y la sujeción al régimen parcelario contemplado en la Ley 160 de 1994.

2. El proyecto de Empresa Básica de Explotación Agropecuaria.

3. Demostrar haber tomado un curso básico de cooperativismo de 20 horas.

4. Presentar constancia del acta de constitución y estatutos de la cooperativa en formación,
adjuntando la justificación de la misma, del documento idóneo en el que conste el
reconocimiento jurídico y representación legal de la cooperativa ya existente, a la cual aspira a
ingresar.

5. Presentar constancia del representante legal de la cooperativa sobre el lleno de las calidades
para ser admitido como socio.

6. Acreditar que la cooperativa a la que pretende afiliarse el beneficiario se ajuste a la naturaleza
y requisitos indicados en el artículo 2.14.3.3 del presente decreto.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 6o)

ARTÍCULO 2.14.3.7. LISTADO DE ASPIRANTES AL SUBSIDIO A NIVEL
MUNICIPAL. El Concejo Municipal de Desarrollo Rural asignará a un Comité ya creado o
podrá crear uno de entre sus miembros, integrado por el Alcalde Municipal, quien lo presidirá, y
tres representantes da las organizaciones de campesinos, para efectos de la recepción de las
solicitudes de subsidio que se ajusten a los requisitos de que trata el artículo 2.14.3.6. El Comité



mencionado elaborará el listado de aspirantes al subsidio en la respectiva jurisdicción municipal
y emitirá los conceptos acerca de cada una de las solicitudes y la recomendación sobre el monto
del subsidio por adjudicar, teniendo en cuenta los criterios establecidos en el artículo 2.14.3.5. de
este decreto.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 7o)

ARTÍCULO 2.14.3.8. REMISIÓN AL INCODER DEL LISTADO DE ASPIRANTES. El
Concejo Municipal de Desarrollo Rural enviará al Incoder, en los meses de marzo y septiembre
de cada año, el listado de aspirantes al subsidio, junto con la información y documentación
relativa a los conceptos de que trata el artículo 2.14.3.7. de este decreto y a la acreditación de las
calidades y requisitos a los que hace referencia el artículo 2.14.3.6 del mismo. Adicionalmente,
el Concejo Municipal de Desarrollo Rural emitirá las justificaciones sobre las necesidades y
requerimientos de desarrollo cooperativo en materia de agropecuaria para el municipio.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 8o)

ARTÍCULO 2.14.3.9. VERIFICACIÓN DE REQUISITOS Y ASIGNACIÓN DE CUPOS
DEPARTAMENTALES. El Incoder verificará las solicitudes de subsidio y el cumplimiento de
los requisitos de información y documentación que las sustentan, y analizará los conceptos y
justificaciones emitidos sobre el particular. Con fundamento en la verificación y análisis
mencionados, establecerá el listado de solicitantes que cumplen en su totalidad con los requisitos
para acceder al subsidio y asignará, en los meses de enero y julio de cada año, los recursos para el
subsidio por departamento, para la vigencia fiscal correspondiente.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 9o)

ARTÍCULO 2.14.3.10. CONCERTACIÓN PARA LA ASIGNACIÓN DE CUPOS
MUNICIPALES. El Incoder remitirá a los respectivos Comités Departamentales de Desarrollo
Rural y Reforma Agraria, a más tardar en los meses de febrero y agosto de cada año, los listados
de aspirantes al subsidio que cumplan con los requisitos legales para el acceder al mismo, con el
fin de que estos organismos, en coordinación con los Comités Municipales de Desarrollo Rural,
determinen e informen al Incoder, a más tardar en los meses de marzo y septiembre de cada año,
la distribución de los recursos a nivel municipal y el listado definitivo de los beneficiarios del
mismo, de acuerdo con las prioridades que se establezcan.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 10)

ARTÍCULO 2.14.3.11. ADJUDICACIÓN Y PAGO DEL SUBSIDIO. Una vez el Incoder
reciba el listado definitivo de que trata el artículo 2.14.3.10. del presente decreto adjudicará el
subsidio mediante comunicación al favorecido, a efectos de que dentro del mes siguiente a la
fecha de dicha comunicación este solicite el pago, con el lleno de los requisitos legales y fiscales
correspondientes.

PARÁGRAFO 1o. El pago del subsidio se tramitará y surtirá a través de la Cooperativa que
constituyan los beneficiarios de la reforma agraria favorecidos o a la cual estos se afilien. Para
este fin, el beneficiario deberá otorgar poder a la cooperativa para tramitar y recibir el pago
respectivo del subsidio, y una vez recibido este, se aplicará como aporte inicial, total o parcial,



según el caso, del monto con el que debe contribuir el beneficiario por la afiliación a la
cooperativa.

PARÁGRAFO 2o. Para efectos del cumplimiento del requisito establecido en el numeral 4 del
artículo 15 de la Ley 79 de 1988, el Incoder expedirá la certificación en la que conste la
adjudicación del subsidio al beneficiario.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 11)

ARTÍCULO 2.14.3.12. DESISTIMIENTO DE LA ADJUDICACIÓN. En caso de que el
favorecido no solicite el pago del subsidio dentro del término previsto en el artículo 2.14.3.11.,
se entenderá que desiste del mismo. En este evento, el beneficiario quedará inhabilitado para
solicitar nuevamente el subsidio por el término de dos años contados desde la fecha de la
comunicación de la adjudicación rehusada.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 12)

ARTÍCULO 2.14.3.13. REINTEGRO DEL SUBSIDIO. El subsidio deberá ser reintegrado al
Incoder cuando se presente uno cualquiera de los siguientes casos:

1. El beneficiario pierda la condición establecida por el Incoder para ser sujeto de la reforma
agraria por incurrir en alguna de las causales que prevén las normas vigentes para la pérdida de
los derechos otorgados.

2. El beneficiario pierda su calidad de asociado a la cooperativa, cualquiera sea la causa. En este
evento, la entidad cooperativa avisará de ello al Incoder, dentro de los tres días siguientes, y en
todo caso, se abstendrá de entregar suma alguna al ex afiliado, hasta tanto el Incoder determine el
destino del subsidio otorgado.

3. La cooperativa modifique su naturaleza jurídica o se fusione, dejando de cumplir el objeto al
que hace referencia el artículo 2.14.3.3. de este decreto.

4. La cooperativa se disuelva y liquide.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 13)

ARTÍCULO 2.14.3.14. APORTES COMUNES. Los beneficiarios del subsidio deberán hacer
sus aportes comunes de capital o especie, en forma ordinaria o extraordinaria, según lo
determinen las normas legales y los reglamentos cooperativos sobre la materia.

(Decreto número 1226 de 1997, artículo 14)

TÍTULO 4.

ASIGNACIÓN INTEGRAL DE ASISTENCIA E INCENTIVOS DIRECTOS PARA APOYAR
SUBPROYECTOS PRODUCTIVOS SOSTENIBLES, EN DESARROLLO DEL PROYECTO
ALIANZAS PRODUCTIVAS PARA LA PAZ.

ARTÍCULO 2.14.4.1. CAMPO DE REGULACIÓN. El presente título regula las condiciones
de otorgamiento y alcances de los incentivos y apoyos directos e integrales a inversiones,



orientadas a la protección de los recursos naturales y al mantenimiento de la paz social, según lo
previsto en el artículo 7 de la Ley 101 de 1993.

Podrán beneficiarse de los incentivos y apoyos directos, los subproyectos productivos de
organización y reactivación de empresas rurales de carácter agropecuario y agroindustrial, que se
encuentren en las circunstancias relacionadas con la sostenibilidad productiva, o pretendan, a
través de propuestas productivas y sociales, el mantenimiento de la paz social en el campo, y
sean seleccionados dentro del Proyecto Alianzas Productivas para la Paz.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 1o)

ARTÍCULO 2.14.4.2. DIRECCIÓN Y EJECUCIÓN DEL PROYECTO. Crease una
Comisión Intersectorial para la orientación y dirección del Proyecto Apoyo a Alianzas
Productivas integrada por el Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, quien la presidirá o su
delegado, el Director del Departamento Nacional de Planeación o su delegado, el Director
Ejecutivo del Fondo de Inversiones para la Paz o su delegado, el Ministro de Ambiente y
Desarrollo Sostenible o su delegado, el Presidente de Proexport o su delegado, el Director
General del Sena o su delegado, el Gerente General del Incoder o su delegado, cuando se trate de
subproyectos con beneficiarios de la Reforma Agraria. Asistirán como invitados especiales, un
representante del sector financiero, uno de las asociaciones representativas de las empresas
comercializadoras o agroindustriales y uno a nombre de las organizaciones de pequeños
productores.

La administración y ejecución del Proyecto Apoyo a Alianzas Productivas corresponderá al
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, con arreglo a sus propias competencias y a través
de un Grupo Coordinador del Proyecto.

La designación o elección de las personas que actúen a nombre del sector financiero, de las
asociaciones representativas de las empresas comercializadoras o agroindustriales y de las
organizaciones de pequeños productores, se hará, en su orden, por los intermediarios financieros
participantes en el proyecto por las entidades u organizaciones privadas competentes de manera
concertada, y por las asociaciones empresariales de pequeños productores vinculados a
subproyectos de Alianzas en funcionamiento, previa solicitud que formule el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural, durante el mes siguiente a la expedición del Decreto número 321
de 2002.

PARÁGRAFO. La designación de representantes del sector financiero, las empresas y
organizaciones tendrá vigencia de un año. En todos los casos su participación en la Comisión se
hará con voz, pero sin voto.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 2, modificado por el Decreto número 2101 de 2003,
artículo 1)

ARTÍCULO 2.14.4.3. FUNCIONES DE LA COMISIÓN INTERSECTORIAL (CI). Para
mantener la orientación política, conceptual y técnica del Proyecto de Alianzas Productivas para
la Paz, la Comisión desarrollará las siguientes funciones:

1. Establecer directrices y criterios para desarrollar el proyecto.

2. Proveer orientación estratégica y tomar medidas correctivas sobre la marcha del proyecto, de



acuerdo con la revisión y discusión de los informes de avance y de la auditoría del proyecto,
entre otros.

3. Aprobar los manuales operativo y administrativo del Proyecto y las modificaciones que estos
requieran.

4. Aprobar el Plan Operativo, así como los informes anuales de ejecución de metas sociales,
presupuestales y financieras del Proyecto.

5. Programar y velar por la asignación presupuestal de recursos del crédito externo y de
contrapartida del Proyecto en cada vigencia.

6. Aprobar el plan de inversión y financiamiento, así como el incentivo modular a los
subproyectos de alianzas.

7. Proponer la adecuación del marco de estímulos e incentivos públicos y privados para propiciar
la participación de actores de Alianzas.

8. Evaluar la gestión del proyecto y del Grupo Coordinador del proyecto.

9. Establecer su propio reglamento.

PARÁGRAFO. La Comisión sesionará en forma ordinaria como mínimo una vez cada seis (6)
meses, por convocatoria del Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural y extraordinaria cuando
lo convoque alguno de los representantes del Gobierno nacional que participen en él. Las
decisiones se adoptarán con el voto favorable de la mitad más uno de sus integrantes. La
Secretaría Técnica de la Comisión será ejercida por el Gerente del Proyecto de Alianzas
Productivas para la Paz.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 3o)

ARTÍCULO 2.14.4.4. DEL INCENTIVO.incentivos y apoyos directos que desarrolla el
presente título, constituyen aportes e inversión que el Estado asigna para estimular la
financiación de subproyectos de empresas rurales productivas agropecuarias y agroindustriales,
que hayan sido formulados por una organización de pequeños y medianos productores, en
desarrollo de las alianzas productivas y financieras que acuerden con el sector privado
empresarial. Para efectos de su financiación, los diversos factores productivos serán considerados
en su totalidad, según las necesidades y características de la alianza.

PARÁGRAFO. La asignación del incentivo deberá estar sujeta a la existencia previa de
disponibilidad presupuestal y al cumplimiento de las normas presupuestales vigentes establecidas
en el Estatuto Orgánico del Presupuesto.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 4o)

ARTÍCULO 2.14.4.5. CRITERIOS DE ASIGNACIÓN. Los incentivos y apoyos directos e
integrales a los subproyectos que formulen los productores agropecuarios, se asignarán
únicamente en el evento que los socios participantes no cuenten con la capacidad directa para
financiar la inversión por la vía de los aportes, ahorros, créditos bancarios o reinversión de
utilidades. Cuando sea pertinente aplicar estos incentivos, la administración del proyecto tendrá
en cuenta, entre otros, los criterios de cobertura, equidad redistribución de aportes, nivel de



endeudamiento, generación de ingresos y riqueza, competitividad, la articulación de la
sostenibilidad ambiental con la política de desarrollo rural, la oportunidad de creación de
espacios de convivencia y confianza entre los actores económicos y sociales de la alianza, el
fortalecimiento del capital humano y social, y la reinversión de una parte de las utilidades en la
alianza, o en la comunidad.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 5o)

ARTÍCULO 2.14.4.6. MANUAL OPERATIVO. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo
Rural, como entidad administradora del Proyecto, adoptará en un plazo máximo de 45 días
contados a partir de la publicación del Decreto número 321 de 2002, el Manual Operativo para la
formulación e implementación de subproyectos del Proyecto Alianzas Productivas para la Paz,
que establecerá la metodología para la elegibilidad y priorización de los subproyectos.

PARÁGRAFO. El manual operativo establecerá la metodología y los criterios sociales y
económicos para la evaluación y vinculación de productores y la asignación de los incentivos y
apoyos directos e integrales a los subproyectos de alianzas productivas, así como las estrategias
dirigidas a la participación, la autogestión, la capacitación para el trabajo y la producción que
garanticen el destino y la eficiencia de la inversión pública.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 6o)

ARTÍCULO 2.14.4.7. INVERSIONES FINANCIABLES. Podrán ser objeto de los incentivos
y apoyos directos e integrales, las actividades de inversión necesarias para la implementación de
la alianza productiva, y que estén dirigidas a la protección de los recursos naturales orientados a
la producción agropecuaria o al mantenimiento de la paz social en el campo, y en especial, las
siguientes:

1. La adecuación de tierras.

2. Capital fijo.

3. Capital de trabajo.

4. Capacitación y asistencia técnica.

5. Cobertura de riesgos y comisiones de éxito en la gestión financiera.

6. Comercialización.

7. La vinculación más económica de la tierra rural, con aptitud para el desarrollo de los fines de
la alianza. Se evaluarán todas las alternativas de arriendo, leasing, sociedades o compraventa.

8. La gerencia y administración del subproyecto.

PARÁGRAFO.lo relacionado con la vinculación más económica de la tierra rural se incluyen los
costos de renta, notariales y de registro, así como los de transacción del crédito complementario
que requiera.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 7o)



ARTÍCULO 2.14.4.8. CUANTÍA DEL INCENTIVO.la determinación de la cuantía y
modalidad del incentivo y apoyo directo se tendrá en cuenta, además de las características de las
circunstancias y finalidades contenidas en el artículo 7o de la Ley 101 de 1993 reguladas en este
título, previa disponibilidad presupuestal, las siguientes condiciones aplicadas por cada familia
participante:

1. En los eventos de subproyectos que requieran la compra de tierra el monto máximo del
incentivo será el equivalente a $17.5 millones de los cuales una cantidad no superior a $11.5
millones podrá destinarse a la adquisición del terreno. En todo caso, el precio de compra, sumado
al costo de todas las adecuaciones físicas requeridas, no podrá superar el 30% del valor total del
subproyecto.

2. Cuando el plan de inversiones de la alianza incorpore el arrendamiento de predios rurales,
alquiler con opción de compra, u otra forma de acceso a la tierra diferente de la propiedad, el
monto máximo del incentivo será de $8.5 millones.

3. Cuando no se requiera la compra o arriendo de terrenos rurales, porque los socios del
subproyecto sean propietarios o tenedores de aquellos, el monto máximo del incentivo será de
$6.0 millones.

PARÁGRAFO 1o. En ningún caso, la participación del incentivo para el apoyo directo e integral
podrá ser superior al 40% del valor total del subproyecto. Para el efecto, se contabilizarán los
incentivos económicos que asigne el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y sus entidades
adscritas y vinculadas.

PARÁGRAFO 2o. Los topes fijados se actualizarán anualmente con el índice de precios al
consumidor certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 8o)

ARTÍCULO 2.14.4.9. OPERATIVIDAD. Para el otorgamiento del incentivo y apoyo directo
e integral a los subproyectos de las alianzas productivas, se requerirá que previamente sean
aprobados los correspondientes estudios que acrediten la ocurrencia de las circunstancias
contempladas en el artículo 7o de la Ley 101 de 1993 y desarrolladas en este título, los estudios e
informes de factibilidad financiera, los de evaluación socioeconómica y sostenibilidad ambiental,
los correspondientes a la favorabilidad de las condiciones agronómicas, los relacionados con la
estructura organizativa e institucional que soportará el desarrollo de la alianza, las garantías sobre
la disponibilidad de los aportes comprometidos, y que además se haya suscrito el convenio del
subproyecto de que trata el artículo 2.14.4.10. del presente decreto, y se compruebe la existencia
de disponibilidad presupuestal por el valor de los incentivos que aporte la Nación.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 9o)

ARTÍCULO 2.14.4.10. CONVENIO DEL SUBPROYECTO. Con el objeto de consolidar la
estabilidad, la seguridad jurídica y el apoyo gubernamental a las empresas rurales, a los
subproyectos e inversiones que privilegien sistemas de producción que preserven y aseguren el
uso eficiente de los recursos, así como a las alianzas productivas y sociales que promuevan el
mantenimiento de la paz, se suscribirá un convenio entre la organización de productores, las
empresas del sector privado y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, que establezca las



reglas generales para las Alianzas y especiales para la operación, control y seguimiento del
subproyecto.

En el convenio a que se refiere este artículo, deberán incluirse: la forma como se cumplirán las
obligaciones relacionadas con las finalidades legales y reglamentarias para los cuales se autoriza
el otorgamiento de los incentivos y apoyos directos, las disposiciones relativas a la forma
organizativa adoptada; los derechos, deberes, estímulos y sanciones de los participantes, el
compromiso libre y voluntario por parte de los productores, de permanecer vinculados durante el
período mínimo requerido para alcanzar los objetivos de la alianza, las normas sobre resolución
de conflictos; la manera como se atenderá la seguridad social, la educación y la capacitación de
los productores, los planes operativos, la política de competitividad; los procesos de producción
y procesamiento; la administración, metas y financiamiento, el apoyo de la institucionalidad
externa y los pactos y obligaciones que convengan estipular libremente los participantes, en
ejercicio de su autonomía.

PARÁGRAFO 1o. Para asegurar los activos que se aporten u obtengan en desarrollo de las
alianzas, y garantizar su destinación a las finalidades legales y reglamentarias correspondientes,
en el convenio se acordará, en todos los casos, la constitución de un patrimonio autónomo con
todos los bienes y recursos, el cual tendrá carácter irrevocable durante el término de ejecución
del subproyecto.

PARÁGRAFO 2o. Cuando el subproyecto incluya la explotación de Unidades Agrícolas
Familiares adjudicadas o subsidiadas por el Estado, en el marco de los programas de Reforma
Agraria, el aporte de los respectivos propietarios, será la constitución del usufructo sobre sus
tierras, hasta por el término de ejecución del subproyecto. El Consejo Directivo del Incoder
expedirá el reglamento general para tal fin.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 10)

ARTÍCULO 2.14.4.11. ORIENTACIONES Y LIMITACIONES RELACIONADAS CON
LA UTILIZACIÓN DE LAS TIERRAS. La formulación de todo subproyecto productivo que se
encuentre en las circunstancias previstas en el artículo 7 de la Ley 101 de 1993, deberá consultar
y ajustarse a los planes departamentales o regionales de desarrollo, y las alianzas utilizarán los
planes municipales de ordenamiento territorial definidos por la Ley 388 de 1997, a fin de que el
subproyecto sea compatible con el territorio municipal, el uso racional del suelo y la defensa del
respectivo patrimonio ecológico y cultural.

Cuando el subproyecto propuesto implique el arrendamiento, el alquiler con opción de compra,
la enajenación u otra forma de uso o tenencia de un terreno rural, no serán considerados los que
se encuentren afectados por alguna de las siguientes circunstancias:

1. En proceso de expropiación, adelantado por cualquier entidad pública.

2. En procedimientos administrativos o judiciales agrarios relacionados con la extinción del
derecho de dominio; la clarificación de la propiedad, el deslinde de tierras de la Nación, de
resguardos indígenas o las adjudicadas a comunidades afroamericanas y la recuperación de
tierras baldías indebidamente ocupadas.

3. En proceso de constitución de resguardos indígenas o de titulación colectiva a comunidades
negras.



4. Los que tengan la condición de baldíos y no se hallen en trámite de adjudicación, o reservados
para un servicio o uso público.

5. Los bienes de uso público, conforme al artículo 63 de la Constitución Política y la ley.

6. En proceso judicial de extinción del dominio, según la Ley 333 de 1996.

7. Los sometidos a cualquier proceso judicial de competencia de la jurisdicción civil o agraria, o
a condición resolutoria.

8. Falsa tradición, derecho incompleto o registro inmobiliario parcial.

9. Los situados en áreas de alto riesgo, en reservas constituidas por autoridades
medioambientales o las destinadas a la exploración y explotación de recursos naturales no
renovables.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 11)

ARTÍCULO 2.14.4.12. PARTICIPACIÓN DEL INCODER. En todos los subproyectos
concertados entre las asociaciones de pequeños productores y el sector privado, en los que se
requiera del incentivo y apoyo directo e integral para financiar parcialmente, conforme a las
reglas previstas en el Capítulo V de la Ley 160 de 1994, la compra de un terreno rural, el Incoder
participará en la evaluación del subproyecto, en la determinación de las condiciones agrotécnicas
y económicas del inmueble y en la revisión de la eficacia y seguridad de sus títulos de propiedad.

Podrán presentar subproyectos productivos participativos y sostenibles dentro del Proyecto
Alianzas Productivas para la Paz, con arreglo a los lineamientos, condiciones y modalidades que
establezca el Manual Operativo de formulación e implementación de subproyectos, los antiguos
parceleros de la reforma agraria y los campesinos que actualmente hayan sido seleccionados, o
que se escojan en el futuro, para ser beneficiarios de los programas de dotación de tierras.

Para los fines de este título, los beneficiarios de la reforma agraria serán los mismos establecidos
en las Leyes 160 de 1994 y 70 de 1993. Las alianzas que conceden las comunidades negras e
indígenas se ajustarán a las disposiciones que regulan a las respectivas comunidades.

El Gobierno evaluará anualmente la factibilidad de asignar dentro del presupuesto del Incoder,
recursos adicionales de los incentivos y apoyos directos e integrales previstos en el artículo 7o de
la Ley 101 de 1993 y en este título, para apoyar las actividades de reforma agraria que se
adelanten con base en la Ley 160 de 1994, siempre que los subproyectos que se formulen
respondan a los lineamientos, condiciones, modalidades y objetivos del Proyecto Alianzas
Productivas para la Paz.

PARÁGRAFO. En todos los casos que el incentivo financie parcialmente las tierras requeridas,
el procedimiento de adquisición será el establecido en el capítulo V de la Ley 160 de 1994 y sus
decretos reglamentarios.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 12)

ARTÍCULO 2.14.4.13. PUBLICACIÓN Y CONTROL SOCIAL. El proceso de construcción,
evaluación, aprobación, y operación de los subproyectos de alianzas es público y podrán
participar todos los estamentos sociales de los municipios y del departamento donde se



desarrollarán. La iniciación de los mismos, así como la asignación de los incentivos se hará
mediante actos públicos.

(Decreto número 321 de 2002, artículo 13)
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